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I.  EL ORDENAMIENTO CONSTITUCIONAL Y FUNCIONAL DEL ESTADO 

1.  Ordenamiento Jurídico 

A.  Leyes Orgánicas: Carácter Orgánico 

TSJ-SC (315)  28-4-2023 

Magistrado Ponente: Gladys Maria Gutierrez Alvarado 

Caso: La Sala Constitucional declaró la constitucionalidad del carácter 

orgánico de la mencionada Ley Orgánica de Extinción de Dominio, al 
considerar que con la misma se desarrollan derechos constitucionales, en 
particular el “derecho constitucional a la protección de los derechos eco-
nómicos, del patrimonio público, así como de otros intereses, por parte 
del Estado, entre otros vinculados al mismo.”. 

Verificada la competencia de esta Sala Constitucional, es imperioso señalar que en sen-

tencia de este órgano identificada con el n.º 537 del 12 de junio de 2000, caso: “Ley Orgáni-
ca de Telecomunicaciones” [Véase: Revista de Derecho Público No 82, abril-junio, 2000 pp. 
141y ss] se fijó el alcance de aquellas nociones que sirven para calificar las leyes -u otro acto 
que detente el mismo rango emanado por una autoridad constitucionalmente habilitada para 
ello- como orgánicas, prevista en el artículo 203 de la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela, utilizando criterios de división lógica distintos, a saber: i) obedece a un 

criterio técnico-formal, es decir, a la prescripción de su denominación constitucional o la 
calificación por la Asamblea Nacional de su carácter de ley marco o cuadro; ii) obedece a un 
principio material relativo a la organización del Poder Público; y iii) obedece al desarrollo de 
los derechos constitucionales. En tal sentido, se estableció que el pronunciamiento de la Sala 
Constitucional era necesario para cualquiera de las categorías señaladas, excepto para las 
leyes orgánicas por denominación constitucional, pues el mencionado artículo 203 se refiere 

a “(...) las leyes que la Asamblea Nacional haya calificado de orgánicas”. 

Siguiendo este hilo argumental, es de apreciar que, según el artículo 203 de la Constitu-
ción, son materias reservadas a la ley orgánica: i) las que en casos concretos así haya conside-
rado el propio Texto Constitucional (vale decir, las leyes orgánicas por denominación consti-
tucional), y aquellas relativas ii) a la organización de los Poderes Públicos, iii) al desarrollo 
de derechos constitucionales, y iv) a las que constituyan un marco normativo para otras leyes. 

Siendo esto así, se ha precisado por esta Sala que los mencionados supuestos a que se 
refiere el artículo 203 de la Constitución poseen carácter taxativo, lo que implica que indis-
tintamente la ley a la cual se pretenda considerar como orgánica debe estar incluida en cual-
quiera de ellos para que se le estime y se le denomine como tal. 

En torno a la delimitación constitucional de las materias propias de la ley orgánica, la 
Sala ha subrayado, en general, que“(…) con las leyes orgánicas se pretende fundamental-

mente que las materias reguladas por estas tengan mayor estabilidad que aquellas materias 
que son propias de las leyes ordinarias, dada la especial rigidez de aquellas normas respecto 
de estas, cuya aprobación y ulterior modificación o derogación se somete a requisitos espe-
ciales -como el concurso más amplio de voluntades en la Asamblea Nacional- en cuanto 
regulan la materia de que se trate, aunque la ratio del número de leyes orgánicas -tanto por 
determinación constitucional como las que derivan de un criterio material- incluidas en el 

texto constitucional, encierran diversas motivaciones (p. ej. prolongar el espíritu de consen-
so en materias trascendentales o poner a cubierto el desarrollo de los derechos fundamenta-
les)”(vid. sentencia de esta Sala nº 34 del 26 de enero de 2004, caso: “Vestalia Sampedro de 
Araujo”). [Véase: Revista de Derecho Público No. 97-98, enero-junio 2004 pp. 107 y ss] 
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Cónsono con lo anterior, la jurisprudencia de esta Sala Constitucional en el asunto, ha 
fijado que el rasgo predominante “(…) es sin duda la del aspecto material que en la defini-
ción de ley orgánica impera en la actualidad, teniendo en cuenta que -a la luz del artículo 
203 de la Constitución de 1999- son materias exclusivas de esta categoría de ley, además (i) 
de las que en casos concretos así haya considerado el propio texto constitucional (vale decir, 
las leyes orgánicas por denominación constitucional), las leyes orgánicas relativas (ii) a la 

organización de los poderes públicos, (iii) al desarrollo de derechos constitucionales, y 
(iv) las que constituyan un marco normativo para otras leyes” (vid. sentencia de esta Sala 
nº 229 del 14 de febrero de 2007, caso: “Ley Orgánica sobre el Derecho de la Mujer a una 
Vida Libre de Violencia”). [Véase: Revista de Derecho Público No. 229, enero-marzo 
2007, pp. 86 y ss]. 

En este sentido, la Sala ha querido hacer notar que, en atención al rol que el propio Tex-

to Fundamental confiere a estos calificados textos normativos, la mención de una ley como 
orgánica adquiere especial relevancia de cara a su influencia dentro del sistema de jerarquía 
de las leyes y, en tal virtud, es menester señalar que la inclusión de tal expresión implica 
necesariamente el reconocimiento de su posición preeminente frente a otros textos normati-
vos, asunto que no queda sujeto a la plena discreción del cuerpo legislador, sino sometido a 
los criterios técnicos o materiales que la misma Constitución dispuso (vid. sentencia de esta 

Sala n° 2.573 del 16 de octubre de 2002, caso: “Ley Orgánica contra la Corrupción”). 
[Véase: Revista de Derecho Público No 89-90/91-92, enero-diciembre 2002, pp. 87 y ss.] 

Así, ha aclarado esta Sala que la noción constitucional de las leyes orgánicas impone 
expandir los puntos de vista hacia un enfoque material restrictivo, que da lugar a la prohibi-
ción de que se pueda calificar de orgánicas a las leyes que regulen materias distintas a las 
contempladas en los supuestos constitucionales antes identificados o bien aquellas que tengan 

una finalidad distinta a la allí expresada (vid. sentencia de esta Sala n° 1.159 del 22 de junio 
de 2007, caso: “Decreto con Rango y Fuerza de Ley Orgánica de Reorganización del Sector 
Eléctrico”). 

Sobre la base de las consideraciones que han sido precedentemente explanadas, denota 
esta Sala que el texto normativo que ha sido sometido al conocimiento analítico de esta má-
xima instancia constitucional para verificar la constitucionalidad del carácter orgánico con 

que fue calificado su nombre, tiene por objeto “…establecer mecanismos que permitan la 
identificación, localización y recuperación de los bienes y efectos patrimoniales originados 
por actividades ilícitas o destinados a éstas, así como la extinción de los derechos y atributos 
relativos al dominio de los mismos a favor de la República, mediante sentencia, sin contra-
prestación ni compensación alguna.” (artículo 1). 

Ahora bien, en el caso de autos, la Ley sometida al control previo de esta Sala sobre su 

carácter orgánico plantea en su artículo 2, que tiene por finalidad “1.- Incrementar la efecti-
vidad de la acción del Estado contra la corrupción, la delincuencia organizada, el financia-
miento al terrorismo, la legitimación de capitales y tráfico ilícito de sustancias psicotrópicas y 
estupefacientes; 2.- Reafirmar la aplicación y reconocimiento del derecho a la propiedad, 
teniendo presente que los bienes adquiridos con recursos de origen ilícito no adquieren legi-
timidad ni consolidan el derecho de propiedad, por lo que no pueden gozar de protección 

constitucional y legal; y 3.- Generar las condiciones para que los bienes y efectos patrimonia-
les relacionados o derivados de actividades ilícitas objeto de la extinción de dominio sean 
destinados a financiar las políticas públicas nacionales de protección y desarrollo del Pueblo 
Venezolano. 

Ello así es importante hacer notar que en los artículos 1, 2 y 3 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, se prevé que: 
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“Artículo 1. La República Bolivariana de Venezuela es irrevocablemente libre e indepen-
diente y fundamenta su patrimonio moral y sus valores de libertad, igualdad, justicia y paz 
internacional en la doctrina de Simón Bolívar, el Libertador. Son derechos irrenunciables de 
la Nación la independencia, la libertad, la soberanía, la inmunidad, la integridad territorial 
y la autodeterminación nacional.  

Artículo 2. Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y de 
Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su ac-
tuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia, la res-
ponsabilidad social y en general, la preeminencia de los derechos humanos, la ética y el 
pluralismo político.  

Artículo 3. El Estado tiene como fines esenciales la defensa y el desarrollo de la persona y el 
respeto a su dignidad, el ejercicio democrático de la voluntad popular, la construcción de 
una sociedad justa y amante de la paz, la promoción de la prosperidad y bienestar del pue-
blo y la garantía del cumplimiento de los principios, derechos y deberes reconocidos y con-
sagrados en esta Constitución”. 

Denótese, así como la ley que aquí está siendo objeto de análisis sobre la constituciona-
lidad de su carácter orgánico, tiene por objeto desarrollar los supra transcritos preceptos, los 
cuales propugnan como valores superiores del ordenamiento jurídico el patrimonio moral, la 

ética, el bienestar del pueblo, lo cual es cónsono con la lucha anticorrupción como política 
pública del Estado y como bandera de la ley que aquí se está analizando. 

Aunado a lo anterior, se debe indicar que los principios que inspiran el instrumento 
normativo bajo análisis son la legalidad, justicia, buena fe, eficiencia, eficacia, celeridad, 
transparencia, oralidad, inmediación, concentración y contradicción, los cuales igualmente 
están enmarcados en el artículo 2 del texto constitucional. 

En el texto normativo bajo análisis además se prevé un procedimiento para la extinción 
de dominio que garantiza el respeto de los derechos humanos (artículo 21), el emplazamiento 
de los titulares aparentes sujetos al procedimiento (artículo 31), acceso a los respectivos 
recursos (artículos 34, 41, 42, 43), derecho a pruebas (artículo 37) garantizando así el debido 
proceso y el derecho a la defensa establecidos en el artículo 49 Constitucional. 

Por lo que se puede afirmar que el instrumento normativo aquí analizado además viene 

a desarrollar la severidad de las penas que debe imponerse por la comisión de ilícitos econó-
micos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 114 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela. 

Así el instrumento normativo que aquí se analiza se perfila a coadyuvar en la preven-
ción de las actividades delictivas, especialmente las relacionadas con la corrupción, la delin-
cuencia organizada, el financiamiento al terrorismo, la legitimación de capitales y, tráfico 

ilícito de sustancias psicotrópicas y estupefacientes, que tienen un impacto negativo sobre la 
sociedad. 

Al respecto, observa esta Sala Constitucional, que siendo efectivamente, como antes se 
indicó, que el objeto de la Ley Orgánica de Extinción de Dominio, es establecer mecanismos 
que permitan la identificación, localización y recuperación de los bienes y efectos patrimo-
niales originados por actividades ilícitas o destinados a éstas, así como la extinción de los 

derechos y atributos relativos al dominio de los mismos a favor de la República, mediante 
sentencia, sin contraprestación ni compensación alguna, desde un punto de vista orgánico, el 
texto legislativo in comento resulta trascendental para el ejercicio y desarrollo integral del 
derecho constitucional a la protección de los derechos económicos, del patrimonio público 
así como de otros intereses, por parte del Estado, entre otros vinculados al mismo. 
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En tal sentido, el artículo 116 de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela, en cuanto al derecho a la protección por parte del Estado, a través de los órganos de 
seguridad ciudadana, dispone: 

“Artículo 116. No se decretarán ni ejecutarán confiscaciones de bienes sino en los casos 
permitidos por esta Constitución. Por vía de excepción podrán ser objeto de confiscación, 
mediante sentencia firme, los bienes de personas naturales o jurídicas, nacionales o extran-
jeras, responsables de delitos cometidos contra el patrimonio público, los bienes de quienes 
se hayan enriquecido ilícitamente al amparo del Poder Público y los bienes provenientes de 
las actividades comerciales, financieras o cualesquiera otras vinculadas al tráfico ilícito de 
sustancias psicotrópicas y estupefacientes”. 

Ello así, la Ley Orgánica de Extinción de Dominio, contiene normas que buscan fortale-
cer las capacidades del Estado para combatir con eficiencia estas prácticas  delictivas, incorpo-

rando al ordenamiento jurídico venezolano un instrumento de política criminal como la “ex-
tinción de dominio”, que complementa el conjunto de medidas institucionales y legales adop-
tadas por la República Bolivariana de Venezuela en esta materia, conforme a las previsión 
referida a los derechos económicos (artículo 116).  

Tal circunstancia circunscribe la citada Ley en la categoría establecida en el tercer su-
puesto que dispone el artículo 203 de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-

zuela, es decir, en la atributiva del carácter orgánico sobre el fundamento del desarrollo de 
derechos constitucionales, comenzando por el aludido derecho a la protección por parte del 
Estado, cuya garantía implica la tutela de otros tantos derechos fundamentales, como ha 
podido apreciarse. 

Así, esta Sala estima oportuno reiterar lo asentado en su sentencia N° 34 del 26 de enero 
de 2004, en la que se aseveró que la calificación de una ley como orgánica tiene una signifi-

cación importante, que viene determinada por su influencia dentro del sistema de jerarquía de 
las leyes en relación con un área específica; por ello, la inclusión de la expresión orgánica en 
su denominación revela mucho más que un nombre, pues con éste se alude al carácter o natu-
raleza relevante de una determinada norma dentro de aquel sistema. 

Efectivamente, en el caso de la Ley Orgánica de Extinción de Dominio, el legislador ha 
querido desarrollar el derecho constitucional a la protección patrimonial y de otros intereses 

del Estado, habida cuenta de que éste constituye un derecho irrenunciable con clara inciden-
cia en el resto de los derechos fundamentales, debido a que tiene la obligación indeclinable 
de tomar todas las medidas necesarias y apropiadas, frente a situaciones que constituyan 
amenaza, vulnerabilidad o riesgo para la integridad patrimonial de la República y sus propie-
dades, instituyendo un elemento de suprema importancia para el desenvolvimiento y la co-
rrecta administración de todos los bienes que quedaran bajo la administración del órgano 

especializado en virtud de la adopción vía cautelar, de acuerdo con los principios de eficien-
cia y transparencia de la función pública.  

En razón de ello, esta Ley no puede menos que situarse en el orden de la jerarquía orgá-
nica de las leyes de la República, según se subsume en la categorización que instruye la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en su artículo 203, conforme al análi-
sis expuesto supra. 

En ese orden de ideas, luego de analizar los fundamentos anotados, y sin que ello consti-
tuya pronunciamiento adelantado sobre la constitucionalidad del contenido del texto normati-
vo aquí sancionado por la Asamblea Nacional, esta Sala se pronuncia a los efectos previstos 
en el artículo 203 constitucional, y al respecto considera que es constitucional el carácter 
orgánico otorgado a la Ley Orgánica de Extinción de Dominio, pues ésta se adecúa a las 
características jurídicas que tienen las leyes orgánicas, en cuanto a su forma y contenido, 
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teniendo en cuenta que con la misma se pretende regular uno de los supuestos previstos en las 
citadas normas constitucionales que hacen posible convenir en su carácter orgánico, ello por 
cuanto: 

Conforme al criterio fijado por esta Sala en su sentencia N° 537 del 12 de junio de 2000, 
caso: “Ley Orgánica de Telecomunicaciones”, la Ley Orgánica de Extinción de Dominio 
ostenta el carácter técnico-formal que la erige en una ley que regula la ética, la lucha antico-

rrupción, la legalidad, la justicia, la buena fe, y el sistema sancionatorio que debe aplicarse a 
los titulares aparentes de los bienes y efectos patrimoniales originados por actividades ilícitas 
o destinadas a éstas, regulación ésta que al estar enmarcada en los preceptos constitucionales 
contenidos en los artículos 1, 2, 3, 49, 114 y 116 de la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela, subsumibles, en su orden, en la segunda, tercera y cuarta categoría nor-
mativa prevista en el artículo 203 constitucional. 

Con base en las anteriores consideraciones, este Máximo Tribunal se pronuncia, con-
forme a lo previsto en el artículo 203 de la Constitución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela y en el artículo 25.14 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, en el 
sentido de declarar la constitucionalidad del carácter orgánico conferido a la Ley Orgánica de 
Extinción de Dominio, y así se decide. 

2.  Principio de irretroactividad 

TSJ-SPA (268)  13-4- 2023  

Magistrada Ponente: Barbara Gabriela Cesar Siero  

Caso: RADIO CARACAS RADIO, C.A vs. demanda de nulidad contra 
la Resolución dictada por el MINISTRO DEL PODER POPULAR PA-
RA LA COMUNICACIÓN E INFORMACIÓN 

…..Ahora bien, al respecto conviene precisar lo establecido en el artículo 24 de la Cons-

titución de la República Bolivariana de Venezuela, el cual dispone: 

“Artículo 24. Ninguna disposición legislativa tendrá efecto retroactivo, excepto cuando im-
ponga menor pena. Las leyes de procedimiento se aplicarán desde el momento mismo de en-
trar en vigencia, aun en los procesos que se hallaren en curso; pero en los procesos penales 
las pruebas ya evacuadas se estimarán en cuanto beneficien al reo o a la rea conforme a la 
ley vigente para la fecha en que se promovieron. Cuando haya dudas se aplicará la norma 
que beneficie al reo o a la rea”. 

En virtud de lo establecido en el artículo anterior, la jurisprudencia de esta Sala ha de-
terminado que dicho principio está referido a la prohibición de aplicar una normativa nue-
va a situaciones de hecho nacidas con anterioridad a su vigencia, de forma que la disposi-

ción novedosa resulta ineficaz para regular situaciones fácticas consolidadas en el pasado, 
permitiéndose la retroactividad de la norma sólo como defensa o garantía de la libertad del 
ciudadano.  

Esta concepción permite conectar el aludido principio con otros de similar jerarquía, 
como el de la seguridad jurídica, entendida como la confianza y predictibilidad que los admi-
nistrados pueden tener en la observancia y respeto de las situaciones derivadas de la aplica-

ción del Ordenamiento Jurídico vigente; de modo tal que la previsión del principio de irretro-
actividad de la ley se traduce, al final, en la interdicción de la arbitrariedad en que pudieran 
incurrir los entes u órganos encargados de la aplicación de aquella. (Vid. Sentencia Nro. 390 
del 6 de agosto de 2006 y sentencia Nro. 01181 del 3 de noviembre de 2016). 

 

 



JURISPRUDENCIA 

 

307 

II.  DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES  

1.  Garantías Constitucionales: Protección de los intereses colectivos y difusos: Ex-
tinción de la instancia 

TSJ-SC (690)  9-6-2023 

Magistrada Ponente: Lourdes Benicia Suárez Anderson 

Caso: Antonio Avila, Manuel Castro, Domingo Bitriaga y otros miem-

bros del Consejo Directivo de la Asamblea Constituyente “Somos Pueblo 
E’ñepá” 

Declarada como fue la competencia de esta Sala y siendo la oportunidad procesal para 
resolver el caso de autos; de las actas procesales que conforman el expediente se constata lo 
siguiente: 

En el presente caso, la pretensión se circunscribe a la demanda en defensa de los intere-

ses y derechos colectivos y difusos de los pueblos y comunidades indígenas “que [l]os saque 
del estado de indefensión jurídica a que [l]os somete el hecho de la inexistencia de una de-
marcación de [t]ierras y [h]ábitat del [p]ueblo E’ñepá, hecho [e]ste que impide la generación 
de un espacio geográfico en el que se realicen el conjunto de derechos constitucionales y 
legales que [l]os asisten… Del mismo modo, que se impidan las pretensiones de organismos 
públicos y privados de invadir el hábitat ancestral E’ñepá para la planificación de proyectos 

que están terminantemente prohibidos en el [artículo] 12 de la LOPCI… Y finalmente, que el 
TSJ (sic) defina al organismo gubernamental responsable de reconocer [su] personalidad 
jurídica… y que así mismo, se garantice al pueblo E’ñepá el derecho a registrarse como 
sujeto jurídico en capacidad de representar al conjunto del pueblo E’ñepá…”. Corchetes y 
sic añadidos por esta Sala. 

Previo a cualquier pronunciamiento, se observa que desde el 17 de agosto de 2017, 

oportunidad de presentación del último escrito por parte de los demandantes, hasta la presen-
te fecha, los accionantes no han presentado diligencia alguna solicitando pronunciamiento, 
conllevando a una ausencia absoluta de la parte actora y de cualquier actividad o actuación 
tendente a impulsar el proceso por más de un (1) año, situación que esta Sala ha configurado 
como pérdida del interés procesal y, en consecuencia, causa de extinción de la instancia. 

En este sentido, estima la Sala preciso reiterar que no obstante que “los intereses en liti-

gio pudieran trascender el de los litigantes (y por tal razón esta Sala ha señalado que no 
procede la perención), sí procede la declaratoria de pérdida de interés procesal de la parte 
actora” (Vid. Sentencias de esta Sala nros. 77 del 17 de febrero de 2012, 560 del 2 de junio 
de 2014 y 1002 del 23 de noviembre de 2016, entre otras).  

Sobre el requisito del interés procesal, en sentencia N° 572, del 11 de agosto de 2017, 
caso: “Leonell Fernando Roque Acosta”, contentivo de un recurso de nulidad por razones de 

inconstitucionalidad, esta Sala ratificó lo siguiente: 

“El derecho al acceso a los órganos de administración de justicia, previsto en el artículo 26 
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se materializa mediante la ac-
ción cuyo ejercicio se concreta con la proposición de la demanda y la realización de los ac-
tos necesarios para el impulso del proceso.  

El requisito del interés procesal como elemento de la acción deviene de la esfera del derecho 
individual que ostenta el solicitante, que le permite la elevación de la infracción constitucio-
nal o legal ante los órganos de administración de justicia (Vid. sentencia número 416 de 28 
de abril de 2009, caso: Carlos Vecchio y otros). 
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Asimismo, el interés procesal surge de la necesidad que tiene un particular, por una circuns-
tancia o situación real en que se encuentra, de que a través de la administración de justicia 
el Estado le reconozca un derecho y se le evite un daño injusto, personal o colectivo (Vid. 
Sentencia número 686 del 2 de abril de 2002, caso: MT1 (Arv) Carlos José Moncada). 

Por ello, ante la constatación de esa falta de interés, la extinción de la acción puede decla-
rarse de oficio, ya que no hay razón para que se movilice el órgano jurisdiccional (Vid. Sen-
tencia número 956 del 1 de junio de 2001, caso: Fran Valero González y Milena Portillo 
Manosalva de Valero). 

En tal sentido, la Sala ha establecido que la presunción de pérdida del interés procesal pue-
de darse en dos casos de inactividad: antes de la admisión de la demanda o después de que 
la causa ha entrado en estado de sentencia (…)”. 

En efecto, desde la sentencia N° 228, del 13 de abril de 2010, dictada en el caso “Aso-

ciación de Vecinos Lomas de la Esmeralda, Segunda Etapa (ASOLOMES)”, esta Sala ha 
venido estableciendo que en los casos de las acciones de protección por intereses y derechos 
colectivos o difusos, la ausencia de actuación o impulso procesal configura la pérdida del 
interés y, en consecuencia, la extinción de la instancia, ya que la perención no es aplicable 
por cuanto estos derechos trascienden al interés individual, en los términos siguientes: 

“(…) la Sala ha de reiterar una vez más el criterio establecido, sostenido y reiterado, en re-
lación a la aplicación de la figura de la perención en los procesos en los cuales se encuen-
tran involucrados los derechos o intereses colectivos o difusos. Al respecto, esta Sala ha de-
jado sentado que no procede esta figura procesal sino que lo pertinente es la extinción de 
la instancia por pérdida del interés de la parte actora, entre otras sentencias como la N° 
2867/03-11-2003 y N° 4602/13-12-2005, que ‘…tal como se ha señalado en sentencias ante-
riores, se ratifica el criterio respecto a que los derechos e intereses colectivos y difusos son 
de orden público, razón por la cual a las acciones que son intentadas para su protección no 
les es aplicable la perención de la instancia.’ En tal sentido, no es procedente la solicitud 
efectuada de declarar la perención de la instancia” (Resaltado del presente fallo). 

En el caso de autos, observa la Sala que los accionantes dejaron transcurrir más de un 
(1) año, específicamente más de cinco (5) años sin actuación alguna en el expediente a fin de 
procurar pronunciamiento sobre la admisión de la demanda, demostrando con esa omisión su 

intención de no continuar con el impulso del proceso, situación que conlleva a la declaratoria 
de extinción de la instancia en la demanda interpuesta, por pérdida del interés de la parte 
accionante, tal como ha sostenido reiteradamente la Sala y, como quiera que en el presente 
caso no está involucrado el orden público, ya que no se verifica la violación de principios 
fundamentales del Estado, concurren las condiciones para la declaratoria de la pérdida de 
interés procesal.  

En virtud de lo expuesto, esta Sala declara la extinción de la instancia, por pérdida del 
interés procesal en la presente causa. Así se decide. 

2.  Derechos individuales 

A.  Derecho a la libre expresión del pensamiento  

TSJ-SPA (268)  13-4- 2023  

Magistrada Ponente: Barbara Gabriela Cesar Siero  

Caso: RADIO CARACAS RADIO, C.A vs. demanda de nulidad contra 
la Resolución dictada por el MINISTRO DEL PODER POPULAR PA-
RA LA COMUNICACIÓN E INFORMACIÓN 

El derecho a la libertad de expresión no es un derecho absoluto, 

pues está sujeto a las limitaciones que establezcan la Constitución y 

las leyes. 



JURISPRUDENCIA 

 

309 

El precitado derecho está previsto en los artículos 57 y 58 de la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela en los siguientes términos: 

“Artículo 57.- Toda persona tiene derecho a expresar libremente sus pensamientos, sus 
ideas u opiniones de viva voz, por escrito o mediante cualquier otra forma de expresión, y 
de hacer uso para ello de cualquier medio de comunicación y difusión, sin que pueda esta-
blecerse censura. Quien haga uso de este derecho asume plena responsabilidad por todo lo 
expresado. No se permite el anonimato, ni la propaganda de guerra, ni los mensajes discri-
minatorios, ni los que promuevan la intolerancia religiosa. 

Se prohíbe la censura a los funcionarios públicos o funcionarias públicas para dar cuenta de 
los asuntos bajo sus responsabilidades”. (Resaltado de la Sala). 

“Artículo 58. La comunicación es libre y plural y comporta los deberes y responsabilidades 
que indique la ley. Toda persona tiene derecho a la información oportuna, veraz e imparcial, 
sin censura, de acuerdo con los principios de esta Constitución, así como a la réplica y recti-
ficación cuando se vea afectada directamente por informaciones inexactas o agraviantes. 
Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir información adecuada para su 
desarrollo integral”. 

De esta manera, debe indicarse que la libertad de expresión y pensamiento se encuentra 
íntimamente relacionada con la libertad de información, y se trata de un derecho que no es 

absoluto pues comporta una serie de deberes y responsabilidades, en razón de lo cual puede 
estar sujeto a ciertas restricciones fijadas por la ley, necesarias para garantizar el respeto a los 
derechos o a la reputación de las demás personas, la protección de la seguridad nacional, el 
orden público, la salud o la moral pública. (Vid., sentencia de esta Sala Nro. 00165 del 6 de 
marzo de 2011).  

Con relación al mencionado derecho esta Sala ha establecido que: 

“(…) Ahora bien, tal como lo ha afirmado la Sala Constitucional de este Supremo Tribunal 
(Vid. entre otras, sentencia Nº 1.381 de fecha 11 de julio de 2006), la libertad de pensamien-
to y expresión es una situación jurídica activa o de poder que faculta a los sujetos de dere-
cho a manifestarse libremente, en tanto y en cuanto no se incurra en las circunstancias ex-
cepcionales que la propia Constitución establece como límites a su ejercicio. 

En este sentido, este derecho no tiene carácter absoluto pues su desarrollo tiene como lími-
tes el respeto de ciertos valores y principios constitucionales. 

Aunado a lo anterior, aunque el artículo 57 Constitucional reconoce el signo individual del 
derecho a la libertad de expresión, la mencionada norma incorpora un aspecto social con el 
cual lo individual debe conjugarse y formar un todo armónico, que no admite fractura entre 
el individuo y su posición frente al conglomerado social, pues ciertos derechos individuales 
requieren de un marco social o económico para su desarrollo, como bien lo indicó la Sala 
Constitucional en la sentencia N°1.381 de fecha 11 de julio de 2006, antes aludida.(…)”. 
(Sentencia Nro. 01212 del 25 de noviembre de 2010). (Resaltado de la decisión). 

Del fallo parcialmente transcrito se deriva que el derecho a la libertad de expresión no 
es un derecho absoluto, pues está sujeto a las limitaciones que establezcan la Constitución y 
las leyes.  

B.  Derecho a la inviolabilidad del domicilio 

TSJ-SC (799)  26-6-2023 

Tipo de Recurso: Acción de Amparo contra sentencia 

Magistrada Ponente: Lourdes Benicia Suárez Anderson 

Caso: Sandy Beltrán Torres y Johan Enrique Ilarraza Izaguirre  
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Por su parte la Corte de Apelaciones en la sentencia dictada, explanó que el delito  de 
violación al domicilio, es un hecho punible violatorio de los derechos humanos, de acuerdo a 
los tratados y convenios internacionales suscritos por la República Bolivariana de Venezuela, 
por lo que, conforme al artículo 271 de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela, no deben prescribirse las acciones judiciales dirigidas a sancionar los delitos contra los 
derechos humanos como en el caso de autos, estando facultadas las instancias judiciales para 

el dictamen de las medidas cautelares preventivas necesarias, a fin de mantener un nexo con 
los imputados hasta lograr las resultas del proceso, considerando esta Corte, que la decisión 
emitida por el Tribunal Quinto de Primera Instancia en Función de Control, se encuentra 
ajustada a derecho, razones por las cuales confirmó  la decisión del a quo, al imponer medida 
cautelar sustitutiva a la privación judicial preventiva de libertad, prevista artículo 242.9 del 
Texto Adjetivo Penal. 

Ahora bien, esta Sala estima que, que la inviolabilidad del domicilio constituye un dere-
cho básico que se reconoce y garantiza dentro de la esfera jurídica tanto nacional como inter-
nacional, dando por sentado que entra en la gama de los delitos violatorios de los derechos 
humanos y más aún, si es cometido por funcionarios envestidos de autoridad en el ejercicio 
de sus funciones, por lo que, se considera que en este caso, no se puede hablar de prescrip-
ción de la acción penal ya que se ha establecido de muchas maneras que no prescriben a 

razón del tiempo transcurrido, por lo que se debe seguir con el proceso hasta lograr el escla-
recimiento de ese hecho.  

3.  Derechos Políticos 

A.  Derecho a la participación ciudadana. Derecho al sufragio 

TSJ-SE (59)  1-6-2023 

Magistrado Ponente: Inocencio Antonio Figueroa Arizaleta 

Caso: Rafael Ygnacio Reymi Machez, Manuel Desiderio Rosales y 
Agueda Amelia Romero Pérez. 

Realizadas esas disertaciones teóricas, esta Sala Electoral debe analizar ahora si las 
normas impugnadas que no permiten a los copropietarios insolventes votar en las Asambleas 
violan, como aduce la parte accionante, los derechos a la participación y al sufragio. 

Al respecto, los artículos 62, 63 y 70 de la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela, disponen: 

“Artículo 62. Todos los ciudadanos y ciudadanas tienen el derecho de participar libremente 
en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus representantes elegidos o elegidas. 

La participación del pueblo en la formación, ejecución y control de la gestión pública es el 
medio necesario para lograr el protagonismo que garantice su completo desarrollo, tanto in-
dividual como colectivo. Es obligación del Estado y deber de la sociedad facilitar la genera-
ción de las condiciones más favorables para su práctica”. 

“Artículo 63. El sufragio es un derecho. Se ejercerá mediante votaciones libres, universales, 
directas y secretas. La ley garantizará el principio de la personalización del sufragio y la re-
presentación proporcional. 

(…)”. 

“Artículo 70. Son medios de participación y protagonismo del pueblo en ejercicio de su so-
beranía, en lo político: la elección de cargos públicos, el referendo, la consulta popular, la re-
vocatoria del mandato, las iniciativas legislativa, constitucional y constituyente, el cabildo 
abierto y la asamblea de ciudadanos y ciudadanas cuyas decisiones serán de carácter vincu-
lante, entre otros; y en lo social y económico, las instancias de atención ciudadana, la auto-
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gestión, la cogestión, las cooperativas en todas sus formas incluyendo las de carácter finan-
ciero, las cajas de ahorro, la empresa comunitaria y demás formas asociativas guiadas por los 
valores de la mutua cooperación y la solidaridad”. 

Las normas transcritas ponen de manifiesto el principio de participación ciudadana en 
los asuntos públicos, como manifestación de la democracia participativa y protagónica que 
estimula la intervención de los individuos en la gestión pública reconociéndoles en ella un 

papel determinante. 

Una de las manifestaciones más importantes del derecho a la participación, lo constituye 
sin duda alguna el derecho al sufragio -tanto en su faceta activa como en la pasiva-, el cual se 
ejercerá mediante votaciones libres, universales, directas y secretas. 

Este concepto de sufragio se fundamenta, en un Estado Democrático y Social, de Dere-
cho y de Justicia, sobre la base del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 21 de la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el cual dispone en su numeral prime-
ro, que: “…No se permitirán discriminaciones fundadas en la raza, el sexo, el credo, la con-
dición social o aquellas que, en general, tengan por objeto o por resultado anular o menosca-
bar el reconocimiento, goce o ejercicio en condiciones de igualdad, de los derechos y liberta-
des de toda persona…”. 

Igualdad entendida como “…el derecho de los ciudadanos a que no se establezcan ex-

cepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se les concede a otros, en paridad de 
circunstancias. Es decir que, en virtud de este principio, no deben establecerse diferencias 
entre los que se encuentran en las mismas condiciones, pues la verdadera igualdad consiste 
en tratar de manera igual a los iguales y desigualmente a los que no pueden alegar esas mis-
mas condiciones y circunstancias predeterminadas por la Ley, ya que éstas no obedecen a 
intereses de índole individual sino a la utilidad general…”. (Vid., la sentencia de la Sala Polí-

tico-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia Nro. 1131 del 24 de septiembre de 
2022, caso: Luis Enrique Vergel Cova). 

Partiendo de las premisas relativas al sufragio y al derecho a la igualdad, conviene des-
tacar que existe una diferencia entre los principios que deben regir el derecho al sufragio para 
la elección de cargos públicos, y los que rigen la elección o nombramiento de autoridades en 
el marco del derecho a la libre asociación consagrado en el artículo 52 de la Constitución de 

la República Bolivariana de Venezuela 

III.  EL ORDENAMIENTO ORGÁNICO DEL ESTADO 

1.  Poder Nacional. Competencia. Régimen de las Telecomunicaciones  

TSJ-SPA (268)  13-4- 2023  

Magistrada Ponente: Barbara Gabriela Cesar Siero  

Caso: RADIO CARACAS RADIO, C.A vs. demanda de nulidad contra 
la Resolución dictada por el MINISTRO DEL PODER POPULAR PA-
RA LA COMUNICACIÓN E INFORMACIÓN 

En tal sentido, importa señalar que esta Sala en casos similares se ha pronunciado con 
relación a la vigencia del referido Decreto Reglamentario y ha determinado lo siguiente: 

“(…) el tema de la vigencia temporal de la reglamentación dictada bajo el amparo de la 
Ley de Telecomunicaciones 1940, concretamente el Decreto Reglamentario Nº 1.577 ale-
gado por la recurrente como fundamento de su solicitud, para lo cual importa distinguir 
entre la cesación de la vigencia de la legislación anterior, entiéndase Ley de Telecomuni-
caciones de 1940 y la cesación de la eficacia del Reglamento, concretamente el Decreto Nº 
1.577 de 27 de mayo de 1987, invocado por el recurrente a su favor. 
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En cuanto a la cesación de la vigencia de la Ley de Telecomunicaciones de 1940 y del men-
cionado Decreto Reglamentario Nº 1.577 fechado 27 de mayo de 1987, tenemos que el ar-
tículo 207 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones del año 2000, es claro al dictar un ré-
gimen derogatorio con carácter general y uniforme en los términos siguiente: 

…Omissis… 

No establece la Ley Orgánica de Telecomunicaciones del año 2000 una derogatoria espe-
cífica -en el sentido de expresa- de la Ley de Telecomunicaciones de 1940, ni del Decreto 
1.577 de fecha 27 de mayo de 1987, sino una derogatoria con carácter general de las dis-
posiciones legales y reglamentarias existentes, en todo aquello que sea contrario a lo dis-
puesto en dicha ley, por lo que a juicio de esta Máxima Instancia en esta derogatoria gene-
ral se encuentra implícita la derogación de la Ley de Telecomunicaciones de 1940 y del in-
vocado por la recurrente Decreto Reglamentario Nº 1.577 del 27 de mayo de 1987, inter-
pretación de la Sala que encuentra apoyo -como se expondrá infra- en la Disposición 
Transitoria contenida en el artículo 208 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, me-
diante la cual el legislador le confiere vigencia temporal sólo a los instrumentos normati-
vos expresamente indicados en dicha norma.  

Así, tenemos que el artículo 208 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones del año 2000, 
mantiene la vigencia de algunos instrumentos normativos, en los términos siguientes: 

…Omissis… 

En consecuencia, visto el efecto derogatorio con carácter general contenido en el mencio-
nado artículo 207 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones de 2000, entendida la dero-
gación como aquella disposición ad hoc que tiene por finalidad dejar sin efecto una norma y 
que recae sobre todas las posibles normas del texto legal al cual se refieren o a este ínte-
gramente y la no inclusión del invocado por la recurrente del Decreto Reglamentario Nº 
1.577 entre las disposiciones legales y reglamentarias que por disposición del transcrito ar-
tículo 208 continuaban vigentes, la Sala concluye que tanto la Ley de Telecomunicaciones 
de 1940 como el Decreto Nº 1.577 Reglamentario fechado 27 de mayo de 1987, cesaron su 
vigencia a partir de la publicación de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones del año 
2000 en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, el 12 de junio de 
2000, fecha en la que comenzó a surtir efectos. Así se establece (…)”. (Vid., sentencia de es-
ta Sala Nro. 01512 del 16 de noviembre de 2011, caso: Venevisión). (Destacado de la Sala). 
[Véase: Revista de Derecho Público No 128, octubre-diciembre, 2011, pp. 126 y ss] 

A los fines de la transformación de los títulos, las personas deberán presentar sus solicitudes 
de transformación, de conformidad con el siguiente cronograma: 

…Omissis… 

4. ETAPA 4:  

Dispondrán de un lapso de sesenta (60) días hábiles, contados a partir del 11 de marzo de 
2002, a los efectos de solicitar la transformación a que hace referencia el artículo 210 de la 
Ley Orgánica de Telecomunicaciones: 

a) Las personas que únicamente detenten títulos para la prestación de servicios que puedan 
catalogarse como ‘Radiodifusión sonora en Amplitud Modulada (AM), Radiodifusión So-
nora en Frecuencia Modulada (FM), Ambiente Musical, Televisión Abierta VHP y Televi-
sión Abierta UHF’ (…)”. (Destacado de la Sala).  

El citado artículo 210 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones del año 2000, estable-
ce como Disposición Transitoria un régimen transitorio, de carácter temporal (Derecho inter-
temporal) para la transformación de las concesiones o permisos otorgados conforme a la 
legislación anterior en las habilitaciones administrativas, concesiones u obligaciones de noti-
ficación o registros establecidos en esta ley, lo cual otorga eficacia jurídica en el sentido 

arriba expuesto a la legislación y reglamentación derogada, la cual tenía alcance hasta el 

momento de extinción de la concesión o permiso otorgados bajo el amparo de la legisla-

ción anterior o hasta que el concesionario decidiese acogerse a la nueva regulación, 
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mediante la correspondiente manifestación de voluntad, materializada a través de la 

respectiva solicitud. (Vid., sentencia de esta Sala Nro. 01512 del 16 de noviembre de 2011). 
[Véase: Revista de Derecho Público No 128, Octubre-Diciembre, 2011, pp. 126 y ss] 

Bajo legislaciones anteriores, estableció una disposición transitoria en la cual se destaca 
lo siguiente: i) el órgano rector o la Comisión Nacional de Telecomunicaciones según corres-
ponda, continuarán con los procesos de transformación de los títulos, concesiones o permisos 

otorgados antes de la entrada en vigencia de la LOTEL del 2000, en las habilitaciones admi-
nistrativas, concesiones, permisos u obligaciones de notificación o registros establecidos en 
esta nueva Ley del año 2011; ii) para que procediera dicha transformación, de acuerdo a lo 
previsto en el ordinal 2 eiusdem, debía encontrarse vigente la concesión otorgada al momento 
de la publicación de dicho cuerpo normativo, y iii) en aquellos casos en los cuales, no se 
hubiere transformado la concesión y no se encontraran vigentes al momento de la publicación 

de la vigente Ley, debían los titulares solicitar y obtener la respectiva habilitación administra-
tiva y concesión de acuerdo con los procedimientos establecidos en dicha normativa y, siendo 
declarada de oficio la extinción de los Títulos por el Órgano Rector o la Comisión Nacional 
de Telecomunicaciones.  

Ahora bien, conforme a lo antes expuesto observa esta Sala que, en ambas Leyes Orgá-
nicas de Telecomunicaciones, se incluyeron Disposiciones Transitorias para facilitar preci-

samente el tránsito al régimen jurídico previsto por la nueva normativa que regula la materia. 

De manera pues, que siendo derogada la Ley Orgánica de Telecomunicaciones del año 
2000 por la entrada en vigencia de la actual Ley desde el año 2011, cesaba la aplicación de la 
Disposición Transitoria prevista en el artículo 210 supra citado de aquella, y correspondía 
aplicarse de manera inmediata la Disposición Transitoria Segunda antes transcrita, a aquellas 
situaciones jurídicas iniciadas con anterioridad a la entrada en vigor de la actual normativa.  

IV.  EL ORDENAMIENTO ECONÓMICO DEL ESTADO 

1.  Libertad Económica. Derecho a la Libertad Económica. Telecomunicaciones 

TSJ-SPA (268)  13-4- 2023  

Magistrada Ponente: Barbara Gabriela Cesar Siero  

Caso: RADIO CARACAS RADIO, C.A vs. demanda de nulidad contra 
la Resolución dictada por el MINISTRO DEL PODER POPULAR PA-
RA LA COMUNICACIÓN E INFORMACIÓN 

La Corte señala que la actividad económica que implica el uso y 

explotación del espectro radioeléctrico, al ser éste un bien de dominio 

público queda facultados los órganos administrativos respectivos en 

la regulación del ejercicio de dicha actividad, para la cual se requiere 

de la respectiva concesión y habitación administrativa, siendo otor-

gada o renovada, según sea el caso, por el órgano rector y la comi-

sión nacional de telecomunicaciones asegurando la protección del in-

terés social.  

El derecho a la libertad económica está previsto en el artículo 112 de la Constitución de 

la República Bolivariana de Venezuela en los siguientes términos: 

Artículo 112.- “Todas las personas pueden dedicarse libremente a la actividad económica 
de su preferencia, sin más limitaciones que las previstas en esta Constitución y las que es-
tablezcan las leyes, por razones de desarrollo humano, seguridad, sanidad, protección del 
ambiente u otras de interés social. El Estado promoverá la iniciativa privada, garantizando 
la creación y justa distribución de la riqueza, así como la producción de bienes y servicios 
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que satisfagan las necesidades de la población, la libertad de trabajo, empresa, comercio, 
industria, sin perjuicio de su facultad para dictar medidas para planificar, racionalizar y re-
gular la economía e impulsar el desarrollo integral del país”. (Resaltado de la Sala). 

Como puede observarse, el artículo 112 de la Constitución de 1999 consagra el derecho 
de toda persona a dedicarse a las actividades económicas de su preferencia; no obstante, este 
derecho podrá ser restringido por la propia Constitución o las leyes, por razones de desarrollo 

humano, seguridad, sanidad, protección al ambiente o interés social. Es decir, el mencionado 
derecho económico no se encuentra establecido en forma absoluta e ilimitada. 

Por su parte, el único aparte del artículo 113 del Texto Fundamental, prevé que cuando 
se trata de la explotación de los recursos naturales propiedad de la nación o de la prestación 
de servicios de naturaleza pública, con exclusividad o sin ella, el Estado podrá otorgar conce-
siones por tiempo determinado, asegurando una contraprestación adecuada al interés público. 

Tal artículo, establece una limitación a la libertad económica que encuentra desarrollo 
legislativo en los artículos 5, 16 y 73 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones del año 
2000 y que se reproducen en la actual normativa del año 2011, según los cuales, resulta 

obligatorio la obtención previa de la habilitación administrativa y la concesión cuando 

se pretende el uso y explotación de una porción del espectro radioeléctrico. (Vid., senten-
cia de esta Sala Nro. 01054 del 9 de julio de 2014).  

Asimismo, con relación al referido derecho esta Sala ha establecido lo siguiente: 

“(…) ‘se impone señalar que el derecho a la libertad económica previsto en el artículo 112 
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, constituye una manifestación 
específica de la libertad general de los ciudadanos, proyectada en su ámbito o aspecto eco-
nómico, y consiste en la posibilidad legítima de emprender y mantener en libertad la activi-
dad empresarial, esto es, de entrar, permanecer y retirarse del mercado de su preferencia. 

El indicado precepto consagra en los siguientes términos el derecho en referencia: (…) 

Conforme se aprecia de la citada disposición, el Texto Constitucional no sólo consagra el 
derecho de los particulares a dedicarse a la actividad económica de su predilección, sino 
que garantiza que ese derecho podrá ser restringido únicamente por otras disposiciones de 
la misma Constitución o de la Ley; de manera que el derecho económico in commento no se 
encuentra establecido en forma absoluta e ilimitada en su contenido o en la posibilidad de 
su disfrute, sino que, por el contrario, está expresamente condicionado por razones de desa-
rrollo humano, seguridad, sanidad, protección al ambiente o interés social, en los términos 
que se establezcan en la propia Constitución o en las leyes. 

Lo que interesa destacar con esto es que los órganos del Poder Público están habilitados, 
dentro del ámbito de sus respectivas competencias, para regular el ejercicio de la libertad 
económica, con el fin primordial y último de alcanzar determinados propósitos de ‘interés 
social’. De esa manera, y así lo ha expresado este Máximo Tribunal en reiteradas oportu-
nidades, el reconocimiento del derecho en referencia debe concertarse con otras normas 
elementales que justifican la intervención del Estado en la economía, por cuanto la Consti-
tución de nuestro país reconoce el carácter mixto de la economía venezolana, esto es, la 
existencia de un sistema socioeconómico intermedio entre la economía de libre mercado (en 
la que el Estado funge como simple programador de aquélla, dependiendo ésta de la oferta y 
la demanda de bienes y servicios) y la economía interventora (en la que el Estado interviene 
activamente como una suerte de ‘empresario superior’). 

En armonía con lo anterior, debe destacarse que no toda medida que incida en la libertad 
de empresa es, per se, contraria al derecho en referencia, salvo que persiga -por un mero 
voluntarismo- obstaculizar el ejercicio de tal derecho o dé lugar a rémoras que no guarden 
relación alguna con el fin constitucionalmente perseguido...’. (Negritas de esta decisión) 
(Sent. SPA Nº 00286 de fecha 5 de marzo de 2008, caso: IMOSA TUBOACERO FABRICA-
CIÓN, C.A. Vs. MINISTRO DE LA PRODUCCIÓN Y EL COMERCIO) (…)” (Sentencia Nº 
0619 del 13 de mayo de 2009). 
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De conformidad con lo antes transcrito, se precisa que la actividad económica que im-
plica el uso y explotación del espectro radioeléctrico, al ser éste un bien de dominio público 
quedan facultados los órganos administrativos respectivos en la regulación del ejercicio de 
dicha actividad, para la cual se requiere de la respectiva concesión y habitación administrati-
va, siendo otorgada o renovada, según sea el caso, por el órgano rector y la comisión nacional 
de telecomunicaciones asegurando la protección del interés social.  

Sin embargo, para su renovación se requiere igualmente del consentimiento por parte de 
la autoridad administrativa, sin que ello implique la obligatoriedad de su otorgamiento, en 
virtud que tal como tuvo ocasión de precisar la Sala al analizar precedentemente las denun-
cias de inmotivación e indefensión, la Administración en ejercicio de la potestad discrecional 
atribuida en el artículo 73 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones consideró, a los fines 
de dictar su decisión, la ponderación del interés general frente al particular, el respeto al 

principio constitucional de la igualdad, así como la alternabilidad en el uso y explotación del 
espectro radioeléctrico, la cual aunque no sea compartida por la recurrente no significa que 
carezca de sustento.  

2.  Régimen de los Servicios Públicos 

A.  Gestión de los Servicios públicos: Concesiones 

En este sentido, cabe destacar que el uso del espectro radioeléctrico está sujeto a la ob-

tención previa de una concesión, de conformidad con lo dispuesto en nuestro ordenamiento 
jurídico en los artículos 113 de la Constitución de 1999, 5, 7, 73 y 76 de la Ley Orgánica de 
Telecomunicaciones publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezue-
la Nº 39.610 del 7 de febrero de 2011, que disponen: 

“Artículo 113. ‘(…) Cuando se trate de explotación de recursos naturales propiedad de la 
Nación o de la prestación de servicios de naturaleza pública con exclusividad o sin ella, el 
Estado podrá otorgar concesiones por tiempo determinado, asegurando siempre la existen-
cia de contraprestaciones o contrapartidas adecuadas al interés público.” (Resaltado de la 
Sala). 

“Artículo 5 

Se declaran como de servicio e interés público el establecimiento o explotación de redes de 
telecomunicaciones y la prestación de servicios de telecomunicaciones, entre ellos radio, te-
levisión y producción nacional audiovisual, para cuyo ejercicio se requerirá la obtención 
previa de la correspondiente habilitación administrativa, concesión o permiso, de ser nece-
sario, en los casos y condiciones que establece esta Ley, sus reglamentos y las condiciones 
generales que al efecto establezca la Comisión Nacional de Telecomunicaciones. 

Artículo 7  

El espectro radioeléctrico es un bien del dominio público de la República, para cuyo uso y 
explotación deberá contarse con la respectiva concesión, de conformidad con la ley. 

Artículo 73  

La concesión de uso del espectro radioeléctrico es un acto administrativo unilateral me-
diante el cual el Órgano rector o la Comisión Nacional de Telecomunicaciones según sea 
el caso, otorga o renueva, por tiempo limitado, a una persona natural o jurídica la condi-
ción de concesionario para el uso y explotación de una determinada porción del espectro 
radioeléctrico, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en esta Ley. Sin perjuicio 
de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, las relaciones derivadas de una 
concesión se regularán en el respectivo contrato de concesión.  

…Omissis… (…)”.  
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Artículo 76 

Para realizar actividades de telecomunicaciones que impliquen el uso del espectro radio-
eléctrico los operadores deberán obtener previamente la concesión de uso correspondiente, 
otorgada por el órgano rector o la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, según sea el 
caso, a través del procedimiento de oferta pública o por adjudicación directa, en la forma y 
condiciones reguladas por esta Ley y su Reglamento.” (Destacado de la Sala).  

De las normas transcritas se evidencia que el espectro radioeléctrico es un bien del do-
minio público de la República y por ende, se declara como servicio de interés público el 
establecimiento o explotación de redes de telecomunicaciones y la prestación de servicios 
asociados a los mismos, para cuyo ejercicio se requerirá la obtención previa de una habili-
tación administrativa, concesión o permiso.  

Asimismo, se advierte que el hecho de que la accionante no pueda usar el espectro ra-
dioeléctrico a través de la radiofrecuencia que le había sido otorgada no implica que no pue-
dan seguir ejerciendo su derecho a la libertad de expresión, manifestando sus ideas, opinio-
nes, informaciones y demás contenidos, mediante otros medios de comunicación (sentencia 
de esta Sala Nro. 0763 del 23 de mayo de 2007). [Véase: Revista de Derecho Público No 
110, abril-junio, 2007 pp. 159 y ss.] Así se determina. 

a. Renovación  

TSJ-SPA (268)  13-4- 2023  

Magistrada Ponente: Barbara Gabriela Cesar Siero  

Caso: RADIO CARACAS RADIO, C.A vs. demanda de nulidad contra 
la Resolución dictada por el MINISTRO DEL PODER POPULAR PA-
RA LA COMUNICACIÓN E INFORMACIÓN 

La concesión es un acto administrativo unilateral mediante el 
cual el Órgano Rector o la Comisión Nacional de Telecomunicacio-
nes, según sea el caso, otorga o renueva sea a una persona jurídica o 
a un particular su condición de concesionario para hacer uso y ex-
plotación de una porción del espacio radioeléctrico, destacándose 
además que tal condición de titular de una concesión no implicará 
que, ante la solicitud de renovación, ostente un derecho subjetivo o 
de preferencia a que la misma le sea otorgada.  

V.  LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA 

1.  El Contencioso Administrativo de Abstención o Carencia 

TSJ-SPA (463)  25-5-2023 

Magistrado Ponente: Juan Carlos Hidalgo Pandares 

Caso: ASOCIACIÓN CIVIL U.E.P. COLEGIO CLARET  

El recurso por abstención debe estar acompañado por los docu-
mentos que establezcan que el demandante tramitó en más de una 
oportunidad la solicitud que no fue respondida de manera adecuada 
y oportuna por la Administración. 

….De lo anterior, aprecia la Sala que la parte apelante circunscribió la fundamentación 
de la apelación en que la decisión objeto del recurso presuntamente violatorio de lo precep-
tuado en los artículos 2, 26 y 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezue-
la y excesivamente formalista los requisitos establecidos en el artículo 66 de la Ley Orgánica 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  
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Con relación a la presunta violación de las normas constitucionales señaladas por el ape-
lante, esta Sala en decisión número 00364 del 1° de marzo de 2007, indicó que: 

“De acuerdo a lo expuesto, resulta (…) un imperativo el riguroso respeto de la regulación y 
ordenación legal de la causa en lapsos y demás formalidades esenciales, que no pueden ob-
viarse; menos aún, tomando como fundamento -tal como lo hizo el a quo-el artículo 257 de 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, so pena de sacrificar la justicia y 
la seguridad jurídica”. 

Se desprende de la transcripción parcial de la señalada sentencia que si bien es cierto 
que el artículo 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela consagra que 
la justicia no se sacrificará por omitir formalismo no esenciales, no es menos cierto que a los 
fines de lograr impartir de forma correcta la justicia, es imperativo que los jueces y juezas de 
la Nación observen el respeto riguroso de formalidades esenciales previstos en la legislación. 

…En el caso bajo análisis, la Sala advierte que el requerimiento establecido en el artícu-
lo 66 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa no constituye un 
trámite o formalismo no esencial, en virtud que resulta determinante para la admisión del 
recurso de abstención, ya que con ello constituye la posibilidad que el órgano de la Adminis-
tración Pública de forma recurrente omitió su obligación constitucional de otorgar respuesta 
adecuada y oportuna a las inquietudes o peticiones por parte de los administrados. 

Ahora bien, se observa que la demanda de autos es presentada conforme lo previsto en 
el artículo 9 ordinal 2 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en 
concordancia con el artículo 24 ordinal 3 de dicha Ley Orgánica, por consiguiente, lo que 
evidencia que la misma debe ser tramitada conforme a las normas aplicables a  caso concreto, 
es decir, las contenidas en la indicada Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Adminis-
trativa, y por tanto verificarse que la demanda cumplía con absoluta cabalidad los requeri-

mientos de admisión contemplados en la normativa aplicable al caso. 

Ello así se observa que el ordinal 4 del artículo 35 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, señala expresamente que  

“Artículo 35. La demanda se declarará inadmisible en los siguientes supuestos (…) 4. No 
acompañar los documentos indispensables para verificar su admisibilidad (…)”. (Negrillas 
de la Sala).  

Por otra parte, el artículo 66 de la Ley Orgánica in comento determina lo siguiente:  

“(…) Artículo 66. Además de los requisitos previstos en el artículo 33, el demandante debe-
rá acompañar los documentos que acrediten los trámites efectuados en los casos de recla-
mos por prestación de servicios públicos o por abstención (…)”. (Resaltados de la Sala). 

Las normas anteriormente transcritas determinan con toda claridad que las demandas 
por abstención o carencia para ser admitidas deben cumplir, no solo con los requerimientos 

previstos en el artículo 33 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 
sino que también la demanda debe estar acompañada por todos y cada uno de los documentos 
que acrediten que el demandante tramitó de forma efectiva la petición requerida ante el co-
rrespondiente ente de la Administración Pública, sin obtener respuesta. Entendiéndose que no 
basta que se acompañe de un único documento que acredite el trámite de la petición, pues la 
norma determina expresamente “los documentos que acrediten los trámites efectuados” es 

decir, varios documentos que ciertamente establezcan que el demandante tramitó en más de 
una oportunidad la solicitud que no fue respondida de manera adecuada y oportuna.  

Este ha sido el criterio sostenido por esta Sala, el cual ha sido ratificado en diversas sen-
tencias, entre ellas la signada con el número 146 del 21 de marzo de 2023, cuyo tenor es el 
siguiente:  
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“(…) Conforme se desprende de las normas antes citadas, a los efectos de la admisión de la 
demanda, corresponde al tribunal constatar no sólo el cumplimiento de los requisitos que 
deberá expresar el escrito presentado, los cuales se encuentran establecidos en el artículo 
33 de la Ley bajo examen, sino que además, en el caso de las demandas por abstención, el 
demandante debe acompañar el libelo con los documentos que acrediten los trámites reali-
zados ante la autoridad correspondiente. (Vid., sentencias de esta Sala Nros. 00640, 01228, 
00291 y 00313 de fechas 18 de mayo de 2011, 6 de noviembre de 2013, 6 de abril de 2017, y 
11 de noviembre de 2021, respectivamente). 

En tal sentido, ha sido reiterado de forma pacífica y continua, el criterio establecido por es-
ta Superioridad, a través de la decisión Nro. 00243 de fecha 2 de marzo de 2016, (caso: In-
versiones Qzno Maiquetía, C.A.), en el cual se estableció que no basta con dirigir una sola 
petición ante la Administración, sino que se deben agotar varios trámites en los términos 
previstos en el artículo 66 eiusdem precedentemente transcrito (…)”. 

Así las cosas, se advierte de la revisión exhaustiva efectuada a las actas que conforman 
el expediente judicial, que la parte actora acompañó a su libelo un escrito de fecha 23 de 
noviembre de 2022, por medio del cual peticionó a la Superintendencia Nacional para la 
Defensa de los Derechos Socioeconómicos (SUNDDE), que de conformidad con el artículo 3 
de la Ley Orgánica de Procedimiento Administrativo otorgara oportuna y adecuada respuesta 

a la petición formulada respecto a los siguientes puntos: 

“(…) 1.- (…) de manera motivada y debidamente fundamentada, las razones de hecho y de 
derecho, que considero [la SUNDDE], para reducir el costo de la mensualidad (…), para el 
periodo escolar 2022-2023 (…). 

2.- Solicito (…), se (…) indiquen de manera motivada los criterios, que conforme a derecho, 
se (…) ordenó de manera verbal, que la fijación del precio en ciento setenta y cinco dólares 
americanos ($175,00), solo sería aplicable a partir del mes de octubre de 2022, prohibiendo 
el cobro del diferencial causado, entre la matricula del periodo escolar 2021-2022 de ciento 
veinte dólares americanos como moneda de cuenta ($120,00), al ajustado de ciento setenta y 
cinco dólares americanos ($175), tanto para la matrícula de inscripción, como para la men-
sualidad del mes de septiembre de 2022, aun cuando, la estructura de costo corresponde pa-
ra el periodo escolar 2022-2023; el cual abarca desde el 16-09-22 hasta el 31-07-23, inclu-
yendo el periodo vacacional desde el 0108-22 hasta el 15-09-22.  

3.- Solicito (…) se (…) indique, si el oficio N° SUNDDE/ICGPJ2022-016, de fecha 13 de oc-
tubre de 2022, se corresponde a un procedimiento realizado por denuncia, de oficio o por 
solicitud de auditoría, en atención al acta de requerimiento de fecha 13-09-22 (…)”. (Agre-
gado de la Sala). 

Sin embargo, no se acompañó alguna otra prueba que acredite la realización de más de 

una gestión ante la Administración para obtener respuesta, razón por la cual, al no estar cum-
plidos los extremos previstos en el artículo 66 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Conten-
cioso Administrativa, esta Sala considera que el Juzgado Nacional Segundo Contencioso 
Administrativo de la Región Capital, dictó conforme a derecho la decisión recurrida, decla-
rando INADMISIBLE la demanda por abstención. Así se decide. 

VI.  LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL  

1. Acción de Amparo Constitucional  

A. Admisibilidad 

TSJ-SC (187)  23-3-2023 

Magistrada Ponente: Tania D’ Amelio Cardiet, 

Caso: JUANA RAFAELA BEROES, JOSÉ RAMÓN ESPAÑA, LONIS 
ENRIQUE YANAVE BEROES y otros 
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La Sala ratifica una vez más su jurisprudencia referente a que el 

poder apud acta solo surte efectos en el juicio para el que se otorga. 

….Conforme a la doctrina jurisprudencial transcrita, esta Sala reitera que de conformi-
dad con el contenido del artículo 152 del Código de Procedimiento Civil, el poder otorgado 
ante el Secretario del Tribunal, sólo surte efectos en el juicio contenido en el expediente 
correspondiente y no en otro.  

Observa esta Sala, que la presente acción de amparo constitucional se ejerció contra una 
decisión judicial que resolvió en segunda instancia otro proceso de naturaleza civil, como es 
el caso, de un interdicto restitutorio por despojo a la posesión agraria de un inmueble, lo que 
indica, que se trata del ejercicio de una acción autónoma e independiente a la presente. De tal 
manera, que el poder apud acta presuntamente otorgado al abogado Marcos Elías Goitia 
Hernández, ya identificado, en principio lo facultaría única y exclusivamente para representar 

a los hoy accionantes en amparo, ante el Tribunal Primero de Primera Instancia Agraria de la 
Circunscripción Judicial del Estado Apure, y no para ejercer la acción de amparo constitucio-
nal que pretendió intentar ante esta Sala Constitucional.  

En este sentido, el numeral 3 del artículo 133 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo 
de Justicia, establece lo siguiente: 

“Artículo 133: Se declarará la inadmisión de la demanda: 

(omissis) 

Cuando sea manifiesta la falta de legitimidad o representación que se atribuya el o la de-
mandante, o de quien actúe en su nombre, respectivamente.  

En atención con la disposición legal parcialmente transcrita y conforme a la doctrina juris-
prudencial antes expuesta, visto que el poder con que actuó el abogado Marcos Elías Goitia 
Hernández, es un poder para el caso específico, que únicamente faculta la actuación de dicho 
apoderado judicial en el juicio de interdicto restitutorio por despojo a la posesión agraria, lo 
cual implica una inexistencia de documento poder que acredite la capacidad del mencionado 
abogado para ejercer la representación que aduce, esta Sala estima, que tal situación acarrea 
la falta de representación para intentar la presente acción de amparo constitucional, pues no 
se evidencia de las actas procesales, que los presuntos agraviados hayan otorgado un manda-
to o poder que permitiera al precitado abogado, actuar en nombre de éstos en la presente cau-
sa, por lo que de conformidad a lo previsto en el numeral 3 del artículo 133 de la Ley Orgá-
nica del Tribunal Supremo de Justicia, aplicable por remisión del artículo 48 de la Ley Orgá-
nica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, se declara inadmisible por fal-
ta de representación la acción de amparo constitucional incoada. Así se decide. 

TSJ-SE (49) 1-6-2023 

Magistrado Ponente: Caryslia Beatriz Rodríguez Rodríguez 

Caso: LUIS ÁNGEL CHACÍN SABINO, JUAN RAFAEL JIMÉNEZ y 
otros. 

En materia electoral el medio idóneo a los fines de ventilar pre-

tensiones de carácter anulatorio lo constituye el recurso contencioso 

electoral, por lo que es inadmisible la presentación de una acción de 

amparo. 

...Declarado lo anterior, corresponde analizar la admisibilidad de la causa; sin embargo, 
debemos tener presente que al hacer referencia a los efectos del amparo estos son siempre 
restitutorios de los derechos y garantías constitucionales denunciadas, y no comporta tratar de 
forma directa nulidades, ni efectos constitutivos de derecho, es entonces un mecanismo para 
garantizar que se le restituyan a un individuo sus derechos constitucionales bajo determinadas 
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condiciones; razón por la cual no resulta vinculante para el juez constitucional lo que pudiera 
solicitar el quejoso, sino el acontecimiento demostrable o comprobable que vaya en contra-
vención a sus derechos y garantías constitucionales y sus efectos.  

Pues bien, esta Sala observa que en el presente caso, se  interpuso una “ACCIÓN DE 
AMPARO CONSTITUCIONAL”, contra la Comisión Electoral de la Asociación Civil, 
UNION DE CONDUCTORES LECHERÍAS, nombrada el 14 de mayo de 2022, ya que 

programó un proceso electoral, anulando las elecciones de dicha asociación, celebradas el 29 
de julio de 2022, presuntamente quebrantado “…los estatutos reformados, específicamente 
en el parágrafo único del artículo 22…”, lo que a su decir, trajo como consecuencia la viola-
ción de derechos fundamentales a sus poderdantes consagrados en los artículos 27, 49 y 63 de 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. (Negrillas del Original).  

….Ahora bien, en una primera aproximación para valorar el caso, resulta indudable para 

esta Sala Electoral, que el interés jurídico sustancial que se pretende hace valer, surge como 
consecuencia de unas presuntas vías de hecho surgidas con posterioridad a un proceso electo-
ral efectuado el 29 de julio de 2022; y en efecto, para que la acción de amparo prospere, es 
necesario que la violación de los derechos y/o garantías haya ocurrido inmediatamente, esté 
ocurriendo o exista fundado temor de que se producirá de manera inminente.  

Sobre la base de esta premisa es que el artículo 2 de la Ley Orgánica de Amparo sobre 

Derechos y Garantías Constitucionales, determina que se concebirá como amenaza válida 
para que los interesados puedan solicitar el amparo constitucional “…aquella que sea inmi-
nente”…. 

Por otro lado, la parte recurrente indicó que es válido ejercer el amparo “…por cuanto 
(…) no se establece en contra del proceso de antelación a la votación, ni al acto de votación, 
sino al proceso final posterior a la votación…”, y adujo que tal afirmación es jurisprudencia 

de esta Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia.   

Respecto a la acción de amparo constitucional, como vía procesal para dirimir contro-
versias electorales, ha sido jurisprudencia reiterada la doctrina bastante diferenciada (ver 
sentencia de la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia, N° 178, de fecha 10 de octu-
bre de 2017), que se transcribe a continuación:  

“… esta Sala viene sosteniendo pacíficamente en su jurisprudencia, que la admisibilidad de 
la acción de amparo está supeditada a que la situación jurídica denunciada como infringida 
sea reparable, toda vez que el artículo 6, numeral 3 de la Ley Orgánica de Amparo sobre 
Derechos y Garantías Constitucionales establece que éste no se admitirá cuando la viola-
ción del derecho o garantía constitucional constituya una evidente situación irreparable 
(Ver sentencias N° 73 del 17/11/2005 y N° 9 del 25/01/2006). En la presente solicitud de 
amparo, se observa que la pretensión principal de los accionantes, persigue que se les per-
mita el ejercicio del derecho al sufragio en el proceso electoral para la renovación de las 
Autoridades de la Asociación de Ciclismo del Estado Lara, cuyos comicios se celebraron el 
05 de julio de 2017, lo cual se afirma reiteradamente a lo largo del escrito libelar, ya que -
según alegan- sin razón alguna fueron impedidos de ejercer el derecho al voto. Sin embargo, 
tal y como lo afirman categóricamente los accionantes, el proceso de votaciones se efectuó 
el 05 de julio de 2017, razón por la cual lógicamente para este momento la situación jurídi-
ca denunciada como infringida se tornó en irreparable a través de esta vía, puesto que no es 
posible retrotraer los efectos de dicho acto comicial al momento antes de su realización me-
diante esta vía especial de amparo”.  

Como se puede apreciar del párrafo transcrito, este órgano jurisdiccional, de cara a la tu-
tela jurídica en esta materia contenciosa electoral, ha esclarecido que en relación al proceso 
electoral el mismo se encuentra delimitado por fases, y solo en las fases preparatorias del 

proceso electivo, es que se puede ejercitar el amparo como procedimiento jurisdiccional 
extraordinario. 
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En el caso que hoy nos ocupa, para el momento en que se introdujo la acción de amparo 
(22 de agosto de 2022), se estaban produciendo las denunciadas vías de hecho como conse-
cuencia del proceso electoral producido el 29 de julio de 2022, es decir, que la acción de 
amparo se ejerció contra actos posteriores a esa elección del 29 de julio de 2022, pero en el 
marco de la nueva convocatoria cuya fecha era imprecisa, por lo que se puede concluir que la 
acción se ejercitó en la fase preparatoria de un nuevo proceso electoral.  

Sin embargo, esta Sala considera oportuno reiterar que la acción de amparo es de natu-
raleza puramente restablecedora o restitutoria, pero en esta causa las pretensiones centrales 
fueron: “PRIMERO: Se Declare, Dicte, Decrete y Ordene la nulidad absoluta del dictamen 
de admisión de solicitud de anulación de las elecciones y programar nuevas elecciones. 
SEGUNDO: Que, en virtud de decretarse la nulidad de dicho dictamen, se Declare, Dicte, 
Decrete y Ordene a la brevedad posible la nulidad de todo acto, actuación, gestión o activi-

dad que sea realizada por la Comisión Electoral, posterior al proceso electoral dada la 
impugnación que se hace …”; y es bien conocido, que en materia electoral el medio idóneo a 
los fines de ventilar pretensiones de carácter anulatorio lo constituye el recurso contencioso 
electoral, por ende, conforme al numera 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre 
Derechos y Garantías Constitucionales, resulta INADMISIBLE la presente acción.   

En vista de lo antes expuesto, de conformidad con lo previsto en el numeral 5 del artícu-

lo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, esta Sala 
Electoral declara INADMISIBLE la presente acción de amparo constitucional. Así se esta-
blece. 

2.  Legitimación en las acciones en protección de Intereses Colectivos y difusos 

TSJ-SC (599)  30-5-2023 

Magistrada Ponente: Lourdes Benicia Suarez Ardenson 

Caso: Rafael Arias 

La Sala ratifica los criterios expuestos en la sentencia n.° 656 del 

30 de junio de 2000, caso: “Dilia Parra Guillén, sobre las condiciones 

de admisibilidad de las acciones en protección de intereses colectivos 

o difusos   

Ahora bien, subsumiendo los criterios antes transcritos, a la situación de marras, se evi-

dencia a todas luces que, lo pretendido por el ciudadano Rafael Arias, quien para la fecha de 
interposición de la presente acción, actuaba en su carácter de Concejal presidente de la Comi-
sión de Participación Comunitaria, Derechos Humanos y Seguridad Ciudadana del municipio 
Sucre del estado Aragua, asistido de abogado, es obtener el restablecimiento de una situación 
jurídica presuntamente infringida por la Corporación Venezolana de Alimentos, S.A. 
(CVAL), la cual mediante actos de autoridad ordenó a los mataderos ubicados en el estado 

Aragua que a partir de mayo de 2015, no podrán disponer de los cueros, las pieles del gana-
do, así como tampoco de los subproductos derivados de estos, tales como vísceras, trates, los 
despojos rojos y blancos, lo cual según la delación efectuada por el accionante lesiona fla-
grantemente los derechos laborales de los trabajadores que hacen vida en los mataderos y en 
las empresas privadas dedicadas a las carnicerías y a los frigoríficos, (artículos 89 y 91 de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela).  

En tal sentido, se colige que la presente solicitud, no reviste las características propias 
de una acción de amparo por intereses colectivos y difusos, por cuanto, en primer lugar, no 
existe una pluralidad de sujetos, que va más allá de los intereses personales legítimos, en 
segundo lugar; las personas presuntamente lesionadas son perfectamente determinables e 
individualizables, circunscribiéndose la misma en una acción autónoma de amparo constitu-
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cional ejercida simultáneamente contra el presidente y vicepresidente de la Corporación 
Venezolana de Alimentos, S.A. Es decir, en el presente caso, la parte accionante actúa en 
representación de un notorio interés plural, esto es, de una suma de intereses legítimos indi-
viduales de sujetos que se encuentran en una misma situación fáctica, cuyo ejercicio no pre-
supone compartirlos con los demás, ni responde a un objeto jurídico que exige del obligado 
una prestación general, por cuanto se agravió a un grupo de trabajadores que hacen vida en 

los mataderos y en las empresas privadas dedicada a las carnicerías y a los frigoríficos, por 
cuanto no podrán disponer de los cueros, pieles y los subproductos del ganado, perfectamente 
cuantificable e identificable individualmente. (Ver sentencias nros. 770 del 17 de mayo de 
2001, caso: “Defensoría del Pueblo Vs. Compañía Anónima de Administración y Fomento 
Eléctrico -CADAFE- y 622 del 16 de agosto de 2022, caso: “Rosaura Navas Rojas y otros”). 
Así se declara. 

3.  Procedimiento. Interposición de la acción   

TSJ-SC (621)  30-5-2023 

Magistrado Ponente: Luis Fernando Damiani Bustillos  

Caso: RAFAEL ÁNGEL TERÁN BARROETA (contra la Iglesia Cató-
lica sobre la decisión de disponer los restos del Dr. José Gregorio Her-
nández sin realizar una consulta a la feligresía). 

El amparo constitucional puede interponerse por vía electrónica 

y ratificarse 

Esta Sala observa que el 19 de noviembre de 2020, el ciudadano Rafael Ángel Terán 
Barroeta, actuando en su propio nombre y alegando actuar como miembro de la sociedad 
“interpretando la voluntad, vocación religiosa y democrática del pueblo trujillano”, intentó, 
vía correo electrónico, acción de amparo constitucional “de protección de derechos e intere-

ses colectivos y difusos, en contra de la Iglesia Católica venezolana”, en los siguientes tér-
minos: (Negrillas del texto citado)  

“(…) la presente demanda para la protección de intereses colectivos o difusos se plantea 
con base a la ocurrencia en el presente año, de hechos de carácter religioso, que han tenido 
como escenario de ejecución el territorio nacional, los cuales se han iniciado con la decla-
ratoria papal del 19 de junio de 2020, mediante la cual fue declarado ‘Beato’ y por ende ve-
nerable en los altares el ciudadano trujillano Dr. José Gregorio Hernández Cisneros (…).  

Agregó el Cardenal, que parte de los restos de José Gregorio Hernández, serían desmem-
brados o separados para construir reliquias y colocados en un Santuario que se construiría 
en la ciudad de Caracas, en los aledaños de la urbanización La Pastora. 

Llama la atención la decisión unilateral, no democrática ni participativa del Cardenal Bal-
tazar Porras, quien ha debido tomar en consideración, que vivimos en un Estado democráti-
co y social de Derecho y de Justicia (…) y tampoco en las leyes venezolanas se encuentra es-
tablecida alguna norma que otorgue facultades a una persona jurídica de carácter público 
como lo es la iglesia católica venezolana, para realizar actos de disposición sobre los restos 
mortuorios de los ciudadanos y mucho menos fijar el lugar donde deben ser enterrados; por 
ello una decisión de esa naturaleza en el caso del Dr. José Gregorio Hernández, correspon-
de a sus familiares vivos y si fuere el caso el Cardenal debería haber promovido la realiza-
ción de una consulta democrática entre la feligresía (…). Tampoco está permitido a las per-
sonas jurídicas, los actos de desmembramiento o de transformación de restos humanos para 
trasladarlos a sitios distintos del país y del exterior de la República”.  

Una vez observado lo anterior, corresponde a esta Sala verificar si en el caso sub iudice 
se cumplen los supuestos de admisibilidad de la acción de amparo constitucional ejercida.  
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De este modo, de la revisión realizada a las actas que conforman el expediente la Sala 
observa que el accionante por cuenta propia o por medio de apoderado judicial no ratificó 
personalmente la acción que incoara a través de correo electrónico, así como tampoco com-
pareció por sí o por medio de apoderado judicial a los fines de consignar los documentos 
fundamentales para verificar la admisibilidad de la presente causa.  

Ello así, esta Sala debe resaltar que el amparo constitucional está consagrado como un 

medio extraordinario y excepcional, cuyo objetivo primordial es que se restablezca inmedia-
tamente la situación jurídica infringida y así asegurar el goce y ejercicio de los derechos y 
garantías constitucionales, el cual se ejerce contra normas, actos administrativos de efectos 
generales o particulares, sentencias y resoluciones judiciales, actuaciones materiales, vías de 
hecho, abstenciones u omisiones de las autoridades o particulares, que vulneren o amenacen 
vulnerar un derecho constitucional, cuando no exista un medio procesal breve, sumario o 

eficaz acorde con la protección constitucional (Ver sentencias nros. 492/2000, 2.339/2001 y 
419/2016).  

Ahora bien, el artículo 16 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 
Constitucionales, consagra: 

“Artículo 16. La acción de amparo es gratuita por excelencia. Para su tramitación no se 
empleará papel sellado ni estampillas y en caso de urgencia podrá interponerse por vía tele-
gráfica. De ser así, deberá ser ratificada personalmente o mediante apoderado dentro de 
los tres (3) días siguientes. También procede su ejercicio en forma verbal y, en tal caso, el 
Juez deberá recogerla en un acta”. (Negrillas añadidas)  

Por otra parte, esta Sala ha agregado otros medios de interposición del amparo, tal como 
el correo electrónico, estableciendo en la sentencia N° 742, del 19 de julio de 2000 523/2001, 

[Véase: Revista de Derecho Público No 85-86/87-88, enero-diciembre 2001 pp. 457 y ss] 

982/2001, [Véase: Revista de Derecho Público No 85-86/87-88, enero-diciembre 2001 pp. 

477 y ss] 1.813/2006, 1.555/2015, 825/2017 y 928/2017), lo siguiente 

(criterio ratificado en sentencias enumeradas:  

“Esta Sala por interpretación progresiva del artículo 16 de la Ley Orgánica de Amparo so-
bre Derechos y Garantías Constitucionales admite que, dentro del medio telegráfico a que 
hace alusión dicho articulado, está incluido el Internet como medio posible de interposición 
de la petición de amparo constitucional, limitándola a casos de urgencia y a su ratificación, 
personal o mediante apoderado, dentro de los tres (3) días siguientes a su recepción. Ello es 
así con el fin de no limitar el derecho al acceso a la justicia del accionante, por constituir no 
sólo un hecho notorio la existencia del Internet como medio novedoso y efectivo de transmi-
sión electrónica de comunicación, sino que, además, dicho medio se encuentra regulado en 
el ordenamiento jurídico venezolano por el reciente Decreto Ley Nº 1204 sobre Mensajes de 
Datos y Firmas Electrónicas, publicado en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela 
Nº 37.148 del 28 de febrero de 2001, en donde se le da inclusive valor probatorio a dichas 
transmisiones. 

…Omissis… 

Ahora bien, visto que no consta en autos que la acción de amparo a que se ha hecho refe-
rencia y que fuere interpuesta por vía de internet haya sido ratificada en la forma prevista 
en la norma supra transcrita, ni tempestivamente ni fuera del lapso prescrito al efecto, la 
precitada solicitud debe declararse inadmisible”.  (Negrillas añadidas)  

Esta Sala, congruente con el criterio supra transcrito y visto que la presente acción de 
amparo constitucional fue interpuesta a través del correo electrónico el 19 de noviembre de 

2020; tomando en cuenta además que hasta la presente fecha (más de dos -2- años después) la 
acción ejercida no fue ratificada en forma personal (ni tempestivamente ni fuera del lapso 
prescrito al efecto) de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley Orgánica de 
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Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, en aras de la celeridad procesal y en 
resguardo del principio de economía procesal se debe declarar inadmisible la acción de ampa-
ro ejercida vía correo electrónico.  Y así se decide.  

DECISIÓN 

Por las razones que anteceden, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucio-
nal, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la ley, declara: 

INADMISIBLE la acción de amparo constitucional “de protección de derechos e intereses 

colectivos y difusos, en contra de la Iglesia Católica venezolana”, ejercida por el ciudadano 
RAFAEL ÁNGEL TERÁN BARROETA, ya identificado al inicio, actuando en su propio 
nombre y alegando actuar como miembro de la sociedad.  
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